Modelo de Carta B 


[Ministro/a de Trabajo]


[Dirección]

[Fecha]
Excmo. Sr. Ministro / Excma. Sra. Ministra:
En nombre de [nombre de su organización], invitamos al Gobierno de [su país], a hacer llegar a los miembros gubernamentales del Consejo de Administración de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) su pleno apoyo al establecimiento de una Comisión de Encuesta sobre la libertad sindical en Guatemala, instándoles a respaldar su establecimiento durante la sesión del Consejo de Administración en marzo de 2013. 

La libertad sindical ha venido siendo denegada sistemáticamente en Guatemala, tanto en la ley como en la práctica. De hecho, en el transcurso de los últimos 20 años, los mecanismos de control de la OIT han reseñado violaciones sistemáticas y sumamente graves del derecho de sindicación en ese país, que incluyen amenazas de muerte y asesinatos. Durante ese tiempo, tanto la OIT como los interlocutores sociales han intentado entablar un diálogo constructivo con el Gobierno de ese país con el fin de encontrar soluciones prácticas a estas gravísimas violaciones, pero en vano. Las violaciones del derecho de sindicación siguen produciéndose con la misma intensidad y las sanciones aplicadas (cuando se llegan a imponer) han sido poco significativas, lo que ha dado lugar a una situación de impunidad casi total. Pese a las innumerables promesas del Gobierno de que adoptaría las medidas necesarias para responder a esta crisis, la situación no deja de empeorar año tras año, principalmente en razón de la visible falta de voluntad política. El actual Gobierno, en el poder desde enero de 2012, afirmó que las cosas cambiarían esta vez. Sin embargo, los trabajadores y trabajadoras continúan siendo víctimas de graves violaciones a sus derechos laborales fundamentales, y cuentan con escasas posibilidades de recurso legal efectivo.
A continuación detallamos algunos de los puntos clave: 
· Desde 2007, Desde 2007, se han documentado al menos 64 asesinatos de sindicalistas. Tan sólo en 2012 se produjeron seis asesinatos de este tipo. Además, se han constatado numerosas tentativas de asesinato, tortura, secuestros, violación de domicilio y amenazas de muerte, que han instigado una cultura de miedo y violencia en la que el ejercicio de los derechos sindicales es imposible. Hasta la fecha, solo una fracción de esos incidentes han sido investigados y ni un solo asesino ha sido condenado.

· El sistema de justicia laboral es fundamentalmente deficiente a pesar de los millones de dólares en asistencia técnica y otras formas de apoyo por parte de la OIT y la asistencia bilateral recibida de Gobiernos donantes. En la actualidad, los trabajadores y trabajadoras que sufren represalias por sus actividades sindicales, algo habitual en Guatemala, no disponen de ningún recurso efectivo. Si bien el Gobierno ha contratado recientemente a un número mayor de inspectores laborales, su número sigue siendo deplorablemente insuficiente en relación con la mano de obra total. Por otro lado, los inspectores rara vez disponen de las herramientas necesarias para realizar su trabajo de forma eficaz. Los trabajadores/as afirman que algunos inspectores les han advertido que sólo realizarían las inspecciones si se les costea el viaje, las comidas y el alojamiento – lo que para los trabajadores con pocos recursos implica que la inspección nunca tendrá lugar. Y cuando los inspectores están dispuestos a realizar su trabajo, con frecuencia se les prohíbe la entrada a la fábrica o a otros lugares de trabajo. Sin embargo, solo en raras ocasiones recurren a la policía para hacer cumplir la ley, pese a disponer de esa facultad. Los tribunales laborales han demostrado ser incapaces de garantizar el respeto de las leyes laborales. Frecuentes apelaciones, muchas veces sin fundamento, pueden prolongar los procesos legales durante varios años, incluso décadas. Incluso en los casos en que los trabajadores logran obtener un fallo definitivo favorable, la sentencia raras veces es ejecutada. Las empresas ignoran los fallos y los tribunales no hacen gran cosa por asegurar que se ejecuten, ni se valen de la facultad que les confiere la ley de recurrir a la autoridad policial. 
· Desde hace varios decenios el Gobierno ha venido apoyando la industria de la maquila mediante exoneraciones fiscales y el recurso sistemático a la no aplicación de las leyes laborales. Cualquier empresa que exporte más del 51% de su producción puede clasificarse como maquila, beneficiándose así de importantes desgravaciones fiscales durante un periodo de 10 años. Aunque la ley requiere que esas empresas respeten las leyes laborales para poder seguir beneficiándose de las desgravaciones fiscales, esa disposición prácticamente nunca se aplica en la práctica. Con más de 100.000 trabajadores/as registrados en el sector, los sindicatos son prácticamente inexistentes. Los intentos de organizar a los trabajadores son rápidamente reprimidos, a veces de manera violenta, recurriendo a despidos individuales o colectivos, amenazas de muerte, listas negras o simplemente, mediante el cierre de la fábrica (que en ocasiones se reinstala en otro lugar con una nueva razón social).

· Durante más de 20 años, los trabajadores y trabajadoras han agotado todos los mecanismos internacionales disponibles. De hecho, desde 1991 la Comisión de Aplicación de Normas ha examinado 14 veces el incumplimiento por Guatemala del Convenio núm. 87 (siendo objeto de doble nota al pie de página) y tres veces el incumplimiento del Convenio núm. 98. Se han presentado 93 quejas ante el Comité de Libertad Sindical, 17 de las cuales siguen en curso actualmente. En 2011 se envió una Misión de Alto Nivel, que seguía las varias misiones técnicas enviadas a ese país en los últimos años. Sencillamente, para los trabajadores y trabajadoras el establecimiento de una Comisión de Encuesta es la única alternativa restante.
Si no se logra ejercer una mayor presión, el Gobierno de Guatemala seguirá haciendo caso omiso de las críticas y recomendaciones de los mecanismos de control de la OIT, como ha venido ocurriendo en los últimos 20 años. En los Informes de la Comisión de Expertos y de la Misión de Alto Nivel de 2012 se refleja la exasperación que genera esta situación pese a las múltiples recomendaciones formuladas durante varios años, y se expresa decepción y profunda preocupación por la situación actual. Como procedimiento investigativo de más alto nivel en la OIT, la Comisión de Encuesta podría fomentar las imprescindibles reformas en la legislación y en la práctica. La Comisión de Encuesta podría contribuir a abrir los espacios de debate y de consulta necesarios.
Tras la presentación de una petición a favor del establecimiento de una Comisión de Encuesta en junio de 2012, Guatemala se precipitó a adoptar el Programa de Trabajo Decente de País en octubre de 2012, firmando el marco para la cooperación técnica con la OIT. Esto no disminuye en absoluto la necesidad  de que se establezca una Comisión de Encuesta. De hecho, la Comisión podría ser una herramienta eficaz para investigar y hacer un diagnóstico de los profundos problemas a que se enfrenta el país en lo que atañe a las violaciones de los derechos laborales, la violencia y la impunidad. El Programa de Trabajo Decente de País podría ser una vía complementaria que permita el examen, la adopción y aplicación de las recomendaciones por parte de la Comisión. 
Así pues, [nombre de su organización] insta firmemente al Gobierno de [su país] a dejar constancia de su apoyo respecto a una Comisión de Encuesta sobre la libertad sindical en Guatemala, y a exhortar a los miembros gubernamentales del Consejo de Administración a respaldar su establecimiento durante la sesión del Consejo de Administración en marzo de 2013. 

Agradeciendo la atención que brinde a la presente y en espera de sus noticias, le saluda atentamente,
[Firma y cargo]
Anexo: Hoja informativa de la CSI en relación con la Comisión de Encuesta sobre Guatemala
